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TERCERA SEMANA: ¿QUÉ ES “ARBITRAJE”, “COMERCIAL” E “INTERNACIONAL” EN “ARBITRAJE COMERCIAL INTERNACIONAL”?

Queremos terminar de enmarcar el tema de arbitraje comercial internacional con una discusión sobre, finalmente, qué es “arbitraje comercial internacional”. Después de esta clase, entraremos en los temas jurídicos y prácticos del funcionamiento del arbitraje en el ámbito del comercio internacional entre privados.

1. ARBITRAJE

1.1. Definición

En Francia, el arbitraje se ha definido tradicionalmente como: “el mecanismo a través del cual se entrega a una o más personas —el o los árbitros— la solución de una cuestión o controversia, en la cual, el poder de tales personas deriva de un acuerdo privado y no de las autoridades estatales, y quienes deben proceder a decir el caso sobre la base de ese acuerdo.” (Fouchard, 9).

1.2. Caracterización de un acuerdo como arbitraje

Según el artículo 2 de la Ley 19.971, en “Definiciones y Reglas de Interpretación”, "arbitraje" significa cualquier arbitraje con independencia de que sea o no una institución arbitral permanente la que haya de ejercitarlo. Además, como se ha visto, la Ley 19.971 sigue el requisito de la Convención de Nueva York según la cual el acuerdo debe constar por escrito, aunque se permita un acuerdo sobre controversias futuras además de una cláusula compromisoria. ¿Y el acuerdo por referencia, se permite en Chile? ¿Quién determina la validez del acuerdo, el juez o el árbitro? La Ley dice que, a menos que sea nulo, ineficaz, o de ejecución imposible, el árbitro determina su propia competencia. ¿Qué alcance tiene esta disposición? ¿Cuál es el derecho aplicable al acuerdo del arbitraje?

Nótese que la respuesta depende del derecho que se elija para intentar responderla. Lo primero es verificar si las partes han elegido un derecho específico que gobierne la cláusula arbitral. De lo contrario, ¿cuál derecho se debe aplicar? Según se use el derecho del contrato que contiene la cláusula o el derecho del lugar de la sede del arbitraje u otro derecho que los árbitros estimen pertinente, las respuestas pueden ser distintas. Cuando la sede es Chile, pareciera que, por analogía del artículo 34.2.a.1, si las partes no lo indican, el derecho sería el chileno. Cuando la sede está fuera de Chile, ¿cuál derecho debe aplicar el juez chileno para determinar si la cláusula es nula? La Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional de 1976 (más conocida como “Convención de Panamá”), aplicable en Chile, nos da luces en el artículo 5.1.a. La Convención de Nueva York también parece inclinarse porque se aplique el derecho de la sede a falta de acuerdo entre las partes (ver artículo V.1.a).  Por último, aunque no es aplicable en Chile, la Convención Europea sobre Arbitraje Comercial Internacional de 1961 sigue la misma línea (artículo IX.1.a).

Así las cosas, a menos de que la sede sea en Chile y la cláusula sea flagrantemente nula, inválida o de ejecución imposible, no es deseable que un juez chileno acepte competencia de un caso cuyo contrato contiene una cláusula de arbitraje y en el cual la demandada invoca la excepción de falta de competencia. En cualquier caso, un juez, cualquiera que sea su nacionalidad, debe tener en cuenta el principio útil de las cláusulas contractuales.

Caso de laboratorio # 1: 

Empresa A brasileña vende autos a empresa B chilena. La cláusula de arbitraje en el contrato reza: “Cualquier disputa que surja entre las partes sobre la interpretación y/o ejecución del presente contrato se resolverá definitivamente por un árbitro único. El derecho de fondo es el derecho brasileño. La sede del arbitraje es Montevideo, Uruguay.” Empresa A alega la falta de pago de la empresa B y demanda ante tribunales chilenos. Empresa B interpone excepción de falta de competencia e invoca el artículo 8 de la Ley 19.971. La empresa A alega nulidad del acuerdo de arbitraje porque la ley brasileña obliga mención de método de nombramiento de los árbitros. Empresa B alega que el derecho de la cláusula es derecho uruguayo y que la validez de la cláusula se debe presumir. Pide rechazo de competencia y solicita, en aplicación del artículo 3 de la Convención de Panamá, que se ordene un arbitraje de acuerdo al Reglamento de la CIAC.

¿Cómo deberá proceder el juez chileno?

1.3.  Los dos elementos fundamentales: jurisdiccional y contractual
Los dos elementos fundamentales para estar en presencia de arbitraje son: a) que la tarea encomendada a los árbitros sea la solución de disputas; b) la fuente de la función jurisdiccional es un contrato, esto es, el poder de los árbitros para decidir disputas se origina o tiene su causa en la voluntad común de las partes. 

1.4.  La dimensión jurisdiccional del arbitraje
a) La decisión de los árbitros es obligatoria
Esta dimensión está representada por el hecho que el laudo arbitral es obligatorio para las partes. Esta característica distingue al arbitraje de otros procedimientos tales como la mediación, la conciliación y los mini-juicios (mini-trials). 

b) La decisión de los árbitros se caracteriza por resolver definitivamente una disputa 
Otro de los aspectos medulares de la dimensión judicial del arbitrajes está constituido por el hecho que los árbitros resuelven una disputa entre dos o más partes. La solución es, además, definitiva, sin apelación sobre el fondo.

¿Es arbitraje el encargo que se hace a un tercero para completar un contrato? ¿O para enmendar un contrato de conformidad a una cláusula rebuc sic stantibus (imprevisión)? Recordar el art. 1809 del Código Civil: “Podrá asimismo dejarse el precio al arbitrio de un tercero”. ¿Es esto arbitraje?

La visión tradicional es que el acuerdo para completar un contrato no es arbitraje, sino un contrato de mandato. Pero, ¿qué pasa cuando hay una cláusula de imprevisión que permite al árbitro modificar el contrato? ¿Es ese acto creativo la solución de una controversia? 

1.5.  La dimensión contractual del arbitraje
En el caso de arbitraje comercial internacional “puro”, este aspecto no presenta mayores dificultades. Distinto es la situación en el caso del arbitraje de inversiones. Aquí hay un tratado de protección de inversiones que otorga a un inversionista el derecho a presentar su reclamo ante un tribunal arbitral. En términos formales, no hay un contrato entre el Estado y el inversionista. 

Desde una perspectiva formal, para quienes intentan presentar la esencialidad del acuerdo de voluntades, el arbitraje de inversiones se interpreta así: el Estado realiza una oferta permanente de arbitraje en el tratado (que es un documento Estado-Estado, algo así como un contrato en beneficio de un tercero); luego el inversionista acepta esa oferta cuando decide remitir su reclamo ante un tribunal arbitral. 

De acuerdo a Fouchard, “entre las consecuencias más importantes (derivadas de la base contractual del arbitraje) se encuentra el hecho que, en términos muy generales, el arbitraje internacional depende solamente de la voluntad de las partes, y no de las reglas de procedimiento del derecho de la sede arbitral. En otras palabras, la naturaleza jurisdiccional del arbitraje internacional en ningún caso debilita el principio igualmente firme de la autonomía de las partes” (Fouchard, 31).

2. COMERCIAL

La utilidad de definir “comercial” e “internacional”, en la práctica, es doble: por un lado, entender el ámbito de aplicación de la Ley 19.971 y, por otro, entender que en otras jurisdicciones esta definición puede ser distinta. Es decir, que no existe una definición única y universal del concepto “arbitraje comercial internacional”. 

2.1. Definición
En derecho comparado se utiliza una definición amplia de “comercial”: “cualquier arbitraje internacional entre compañías donde la disputa es de naturaleza económica será considerado como comercial” (Fouchard, 35). Por ejemplo, el Reglamento de Arbitraje de la CCI usa la expresión “ámbito de negocios” en su artículo 1.

Un punto importante a destacar es que el uso de la palabra “comercial” en la expresión “arbitraje comercial internacional” no se opone a “civil”. Con ello, la diferencia entre civil y mercantil de nuestro Derecho —y de otros países que mantienen la distinción, como Francia— no tiene ninguna injerencia en la determinación de “comercial” para los efectos del arbitraje internacional.  Igualmente, no hay distinción entre comerciantes y no-comerciantes. 

2.2. La “reserva comercial” a la Convención de Nueva York
De los más de 130 países que han ratificado la Convención de Nueva York, aproximadamente un tercio ha efectuado la “reserva comercial”. Estados Unidos es uno de ellos, mas Chile no hizo esta reserva. Ella permite a los países mantener el control de lo que efectivamente “entregan” a la competencia del tratado y al sistema arbitral internacional. La reserva comercial está contenida en el artículo 1, párrafo 3: 

“En el momento de firmar o de ratificar la presente Convención, de adherirse a ella o de hacer la notificación de su extensión prevista en el artículo X, todo Estado podrá, a base de reciprocidad, declarar que aplicará la presente Convención al reconocimiento y a la ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado Contratante únicamente. Podrá también declarar que sólo aplicará la Convención a los litigios surgidos de relaciones jurídicas, sean o no contractuales, consideradas comerciales por su derecho interno.”

Con ello, países que consideran que la distinción entre civil y comercial es de orden público interno, tienen la herramienta de derecho internacional para mantener tal distinción sin violar las obligaciones emanadas del tratado. A este respecto, podría plantearse lo siguiente: los países con esta reserva pero que tienen leyes especiales sobre arbitraje comercial internacional que siguen la Ley Modelo o que de alguna otra forma amplían la definición de “comercial” para efectos de arbitraje comercial internacional, han creado un régimen favorable a laudos nacionales (i.e., con sede en su propio país) en relación con laudos extranjeros. Ello porque para ejecutar los laudos extranjeros según la Convención de Nueva York deben pasar la “valla” de la definición comercial local.  No obstante, y esto se verá más adelante en el curso, siempre hay que tener en cuenta la regla del artículo VII de la Convención de Nueva York, según la cual se debe aplicar el régimen más favorable.

En cualquier caso, la reserva en cuestión ha caído en desuso, y los países que han ratificado la Convención en los últimos años no la han hecho.

2.3. Exclusión: arbitraje de derecho internacional público
En los arbitrajes de derecho internacional público las partes son Estados u organizaciones internacionales. Las disputas son aquí típicamente de interpretación y aplicación de tratados internacionales, incluidas disputas de límites territoriales. Pero también existen disputas comerciales entre Estados soberanos, por ejemplo, aquéllas que nacen de las obligaciones adquiridas por éstos dentro del ámbito de la OMC. Estas disputas son comerciales pero no de carácter privado.

Así, por ejemplo, también dentro del ámbito de los tratados de promoción y protección de las inversiones extranjeras, existe el arbitraje entre los Estados-parte de los tratados, referido a la interpretación de los tratados. Estas disputas son de carácter público también, y son distintas a las disputas entre el inversionista de uno de los Estados y el otro Estado. 

2.4. Ley 19.971

Artículo 2. Definiciones y Reglas de Interpretación: . . . g) La expresión "comercial" debe interpretarse en un sentido amplio para que abarque todas las cuestiones que se plantean en  las relaciones de esta índole, contractuales o no. Se comprenden dentro de éstas, por ejemplo, cualquier operación comercial de suministro o intercambio de bienes o servicios, acuerdo de distribución, representación o mandato comercial, transferencia de créditos para su cobro, arrendamiento de bienes de equipo con opción de compra, construcción de obras, consultoría, ingeniería, concesión de licencias, inversión, financiación, banca, seguros, acuerdo o concesión de explotación, asociaciones de empresas y otras formas de cooperación industrial o comercial, transporte de mercancías o de pasajeros por vía aérea, marítima, férrea o por carretera.

Es interesante notar que la definición de comercial según la Ley 19.971 incluye la inversión.
3. INTERNACIONAL

3.1. El elemento “internacional” como determinante de la aplicación de un conjunto especial de normas relativas al arbitraje 
a) En general 

En un país que no sigue una regulación monista del arbitraje, como Chile, la principal importancia del elemento “internacional” es que su calificación como tal traerá como consecuencia la aplicación de un conjunto particular de normas jurídicas (en nuestro caso, la Ley 19.971). En este sentido, “arbitraje internacional” se opone a “arbitraje nacional”, para el cual se seguirá aplicando el régimen del CPC. Cabe tener presente que muchos países justifican sus legislaciones no-monistas en la necesidad de tener una regulación más estricta para el arbitraje nacional que para el arbitraje internacional (o sea, este último enfrenta menos obstáculos y restricciones que el primero). La cuestión de la distinción entre arbitraje internacional y arbitraje doméstico es generalmente una cuestión puramente de derecho nacional (Redfern y Hunter, 17-18). 

La pregunta entonces es qué califica como “internacional” para acceder a estas normas más liberales. Nótese que la principal función de esta primera pregunta es permitir a cierto tipo de disputas y de situaciones acceder a ese conjunto más liberal de normas relativas a arbitraje cuando el arbitraje es en ese mismo país (y, por otro lado, hacer que el arbitraje puramente local no pueda escapar  las normas de arbitraje nacional). 

b) Tratados

La Convención de Nueva York no define el elemento internacional del arbitraje ni del laudo,  simplemente establece que su aplicación se restringe a laudos “extranjeros” o “no domésticos”. Por el contrario, y por ejemplo, la Convención Europea de 1961 sobre Arbitraje Comercial Internacional sí define lo que es internacional en “arbitraje comercial internacional”. Esta Convención adopta el criterio de domicilio de las partes: ambas partes deben tener su residencia o asiento en distintos Estados contratantes. 

c) Derecho comparado

Generalmente, dos elementos de caracterización son usados para determinar si un arbitraje es internacional: por una parte, el del domicilio o residencia de las partes (p.ej. Bélgica, Inglaterra, y Suiza); por otra parte, el de la naturaleza de la transacción (p.ej. Francia). Otros países, como Estados Unidos, siguen un camino intermedio, en el que se excluyen de la definición de internacional contratos celebrados entre estadounidenses, a menos que la transacción tenga un relación razonable con un país extranjero (9 U.S.C. §202).

En términos similares, el artículo 176 de la Ley Suiza de Derecho Internacional Privado —que forma parte del título de la Ley que regula el arbitraje comercial internacional—, establece que dichas normas se aplican sólo si “al momento en el cual el acuerdo arbitral fue concluido, al menos una de las partes tenía su domicilio o residencial habitual fuera de Suiza”. 

Distinto es el caso de Francia. El artículo 1392 del Nuevo Código de Procedimiento Civil opta claramente por una definición económica de “internacional” (desligada del domicilio o residencia de las partes). Esta norma dispone que “un arbitraje es internacional cuando involucra los intereses del comercio internacional”. Italia sigue una línea parecida a la de la Ley Modelo. El artículo 832 del Código de Procedimiento Civil se aplica donde “al menos una de las partes tiene su residencia o centro operativo (de la compañía) (headquarters) en el extranjero, o donde una parte sustancial de la relación de cual surge la disputa deba ser ejecutada en el extranjero”. 

d) El caso Chileno: La Ley 19.971 (combinación de los criterios relativos a las partes y a la transacción)

Artículo 1°. Ambito de Aplicación: . . .   3) Un arbitraje es internacional si: 

a) Las partes en un acuerdo de arbitraje tienen, al momento de la celebración de ese acuerdo, sus establecimientos en Estados diferentes, 

Por ejemplo, un arbitraje entre una compañía  chilena y una argentina con sede en Chile.


o,
b) Uno de los lugares siguientes está situado fuera del Estado en el que las partes tienen sus establecimientos:

i) El lugar del arbitraje, si éste se ha determinado en el acuerdo de arbitraje o con arreglo al acuerdo de arbitraje; 

Por ejemplo, un arbitraje con sede en Chile entre dos empresas argentinas.

ii) El lugar del cumplimiento de una parte sustancial de las obligaciones de la relación comercial o el lugar con el cual el objeto del litigio tenga una relación más estrecha; 

Por ejemplo, dos empresas chilenas celebran un contrato de prestación de servicios, por medio del cual una de partes debe prestar servicios a la otra en la ciudad de Sao Paulo, Brasil.

o,
c) Las partes han convenido expresamente en que la cuestión objeto del acuerdo de arbitraje está relacionada con más de un Estado.

¿Pueden dos partes chilenas decidir que una relación contractual que se ejecutará en Chile y cuya sede de arbitraje sea Chile decidir que la cuestión objeto del acuerdo de arbitraje está relacionada con otro Estado, además del chileno? ¿Cuál es el límite de la autonomía de la voluntad en este sentido?
3.2. El elemento internacional como determinante de la aplicación de las normas de derecho internacional privado. La vinculación de un arbitraje a un determinado ordenamiento legal
Además, la importancia del elemento internacional tiene que ver con la aplicación del derecho internacional privado. Si no hay un elemento internacional, no se aplica el derecho internacional privado, y por ende, un arbitraje se considera nacional. La definición de internacional para estos efectos no es necesariamente la misma que en el caso anterior. Esta calificación varía de un país a otro, pero puede ser relevante para diversos efectos, tales como: a) permitir que las partes puedan recurrir a arbitraje internacional en el extranjero; b) permitir que un laudo arbitral se ejecute de acuerdo a las normas del artículo 35 y 36 de la Ley Modelo (si es que se decide que el artículo 1° no se aplica para tales efectos); c) competencia de los tribunales domésticos para revisar un laudo arbitral dictado en el extranjero pero en un arbitraje que igualmente se sigue considerando doméstico. 

El elemento internacional dice relación aquí con la determinación de si el arbitraje se encuentra ligado a un cierto ordenamiento jurídico. O sea, puede haber un arbitraje nacional en que los árbitros se encuentren frente a elementos internacionales que les obligan a determinar el ordenamiento jurídico al cual el arbitraje se encuentra ligado.

Ese ordenamiento jurídico puede ser el de un cierto país, o también un orden de carácter internacional (a-nacional). ¿Cómo determinar el ordenamiento jurídico al cual el arbitraje se encuentra ligado? El problema radica en que el arbitraje es un mosaico de al menos cuatro piezas: el acuerdo arbitral, el procedimiento arbitral, el laudo, y el mérito o fondo de la disputa. Cada una de estas cuatro partes puede estar vinculada a un ordenamiento jurídico distinto. Simplificando, puede llegarse a una disputa entre dos candidatos: el Derecho escogido por las partes —criterio que se funda en la naturaleza contractual del arbitraje—, y el asiento del arbitraje —criterio que se funda en la naturaleza judicial del arbitraje. 

Los sistemas modernos de derecho internacional privado suelen prestar atención al número de contactos del contrato, las partes, y el conflicto con el o los ordenamientos jurídicos en disputa por regir el arbitraje. Estos factores incluyen: a) nacionalidad o domicilio del árbitro o árbitros; b) la nacionalidad de las partes; c) el domicilio, residencia o centro de operaciones de una compañía; d) otros factores que conectan la sustancia del litigio (como el lugar donde el contrato fue firmado, el lugar donde fue ejecutado, la ubicación de la propiedad o propiedades involucradas y el lugar donde el daño fue sufrido); e) la nacionalidad o centro de operaciones de la institución arbitral; f) el asiento del arbitraje; g) el lugar donde el laudo deberá ser ejecutado; h) la ley elegida para regular el procedimiento arbitral; i) la ley elegida para resolver la disputa.
Esta última letra c) refleja la libertad contractual pura. La historia de la Ley Modelo muestra que esta disposición buscaba dar amplia libertad a las partes. Pero aun en este último caso, cabe preguntarse cuáles son los límites para evitar un fraude a la ley (el fraude a la ley estaría dado por el intento de las partes de escapar a las normas de arbitraje doméstico que es de naturaleza más estricta que el arbitraje internacional).  

COMENTARIO FINAL
Al final, dado el contenido de la Convención de Nueva York y de la Ley 19.971, dos casos nos interesan aquí: a) si la ley chilena permite que un arbitraje netamente doméstico o nacional puede ser convertido en internacional llevando la sede del arbitraje fuera de Chile; b) si la ley chilena considera en ciertas circunstancias que un arbitraje con sede fuera de Chile es igualmente un arbitraje doméstico o nacional; c) si un arbitraje nacional o doméstico puede todavía ser considerado internacional para los efectos de la Convención de Nueva York y para los artículos 35 y 36 de la Ley 19.971.

La Convención de Nueva York pone énfasis a la sede o el lugar del arbitraje para “localizar” el arbitraje o por lo menos, el laudo. Se habla en su título de “sentencias arbitrales extranjeras”. El poder del juez de la sede del arbitraje, que es el de anular un laudo, está consacrado en el artículo V.1.a.5. Tan amplio es ese poder, que, en principio, un laudo anulado en su sede es de difícil ejecución en otra jurisdicción, tanto por la Convención de Nueva York como por las legislaciones nacionales, la mayoría de las cuales prevé disposiciones similares al artículo 36.1.a.v de la Ley 19.971. Mientras tanto, un laudo cuya ejecución ha sido denegada en un país distinto a la sede puede ser ejecutado en otro.  

Existe sin embargo una importante excepción, que busca ampliar el ámbito de aplicación del Tratado. El artículo I(1) establece que la Convención también “se aplicará también a las sentencias arbitrales que no sean consideradas como sentencias nacionales en el Estado en el que se pide su reconocimiento y ejecución”. Esta norma permite a los países decidir vincular un arbitraje a un ordenamiento jurídico por factores distintos al del asiento arbitral. Es decir, permite que un laudo dictado por un tribunal arbitral con asiento en dicho país sea igualmente considerado extranjero o internacional. 

Por ejemplo, Suiza tiene una excepción: “Existe una situación en la cual la convención de NY se aplica al reconocimiento y ejecución de laudos realizados por un tribunal arbitral con sede en Suiza. Esto ocurre cuando ninguna de las partes tiene su domicilio o residencia habitual o establecimiento de negocios en Suiza y las partes expresamente han renunciado total o parcialmente a recurrir del laudo ante los Tribunales suizos. En tales casos, la Convención de NY se aplica por analogía al reconocimiento y ejecución en Suiza”.
Lo interesante de la Ley Modelo es que va un poco más lejos de la definición “extranjero” del laudo. ¿Por qué? Porque el régimen de ejecución de laudos de los artículos 35 y 36 no califica el laudo para el cual opera. La calificación del laudo como “extranjero”, “internacional” o incluso “nacional”
 parece no importar, pues ambas disposiciones contienen la frase: “cualquiera que sea el país en que se haya dictado”. En ese sentido, las causales para denegar la ejecución de un laudo en Chile son, a partir de la vigencia de la Ley 19.971, solamente las del artículo 36, tanto para laudos de arbitraje comercial internacional con sede en Chile (aunque no para arbitrajes domésticos) como para laudos extranjeros o internacionales, a menos que para ejecutar un laudo nacional la legislación aplicable al arbitraje nacional sea más favorable, en virtud del artículo VII de la Convención de Nueva York. Esta disposición, junto con el progreso de la Ley Modelo en relación con la misma Convención permite entender que la filosofía del sistema es siempre “pro arbitraje”.

Ejemplo de laboratorio #2

Dos empresas chilenas, A y B, celebran un contrato en Chile, cuyas cláusulas establecen que tanto el acuerdo arbitral, como el procedimiento arbitral como el fondo del litigio, se resolverán aplicando derecho chileno. Señala además que los árbitros serán 3 abogados chilenos, elegidos por AMCHAM, pero que la sede del arbitraje será la ciudad de Buenos Aires, Argentina. 

1) ¿Permite el derecho chileno que dos compañías chilenas lleven una disputa enteramente doméstica a arbitraje internacional fuera de Chile? 

2) ¿Es dicho arbitraje un arbitraje internacional o nacional para la Ley chilena? ¿Qué cuerpos normativos aplicaría para decidir esta cuestión? 

3) ¿Puede ser revisado dicho laudo en Tribunales chilenos? 

4) ¿Qué recurso habría que presentar: una queja o una nulidad de acuerdo al artículo 19.971? ¿En qué normas buscaría competencia?

5) ¿Se aplica en este último caso la Convención de NY? ¿Qué consecuencias podría sacarse de dicha aplicación?

6) ¿Cómo haría cumplir ese laudo en tribunales chilenos? ¿Necesita exequátur? 

7) ¿Qué excepciones a la ejecución del laudo se aplican: las del C.P.C. o las de los artículos 35 y 36 de la Ley 19.971?

8) ¿La definición de “internacional” de la Ley 19.971 se aplica para los efectos de los artículos 35 y 36 de la misma ley? ¿O los artículos 35 y 36 se aplican a los fallos que deban ser considerados como extranjeros o internacionales de acuerdo a la legislación chilena?

9) Con la Ley 19.971, ¿para qué separar la ley aplicable al acuerdo arbitral y al procedimiento arbitral de la sede del arbitraje?

Artículo 63 letra c) del COT: “Las Cortes de Apelaciones conocerán: c) De los recursos de queja que se deduzcan en contra de jueces de letras, jueces de policía local, jueces árbitros y órganos que ejerzan jurisdicción, dentro de su territorio jurisdiccional.” (Pista: No hay competencia sobre laudos dictados por tribunales arbitrales con sede fuera del país).

Apuntes de Clases basados principalmente en: Fouchard, Gaillard, Goldman on International Commercial Arbitration (1999), y también en Redfern y Hunter, Law and Practice of International Commercial Arbitration (1999), y Reisman (Et. Al.), International Commercial Arbitration (1997).

� Es interesante anotar que en China, las causales para denegación de ejecución de un laudo difieren según el laudo sea nacional, con sede en China pero internacional (“con elemento foráneo”) y extranjero.
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